
A LA SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA 
AUDIENCIA NACIONAL 

 
 

DOÑA SILVIA HERNANDEZ GIL GOMEZ, Procuradora de 
los Tribunales, en nombre y representación de la Asociación 
de Usuarios de Bancos, Cajas de Ahorro y Seguros de España 
(ADICAE), Asociación de Consumidores y Usuarios sin ánimo de 
lucro de ámbito estatal o supra-autonómico, legalmente 
constituida e inscrita en el Registro Estatal de Asociaciones de 
Consumidores del Instituto Nacional de Consumo con el 
número 5, y miembro del Consejo de Consumidores y Usuarios 
de España, con domicilio social en calle Gavín, 12, local, 
Zaragoza, con CIF nº G-50464932, según acredita mediante 
poder general para pleitos que se adjunta, cuya devolución se 
solicita por necesitarlo para otros usos, ante la Sala 
comparezco y DIGO: 

 
 

Que a virtud del presente escrito y en la representación 
que ostento, interpongo recurso contencioso administrativo 
contra la resolución de la Comisión Rectora del FONDO DE 
REESTRUCTURACION ORDENADA BANCARIA (FROB) dictada 
con fecha 7 de junio de 2017, por la que se acuerda adoptar 
las medidas necesarias para ejecutar la decisión de la Junta 
Única de Resolución europea (JUR), en su Sesión Ejecutiva 
Ampliada de fecha 7 de junio de 2017, por la que se ha 
adoptado el dispositivo de resolución sobre la entidad Banco 
Popular Español, S.A., en cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 29 del Reglamento (UE) nº. 806/2014 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 15 de julio de 2014, por el que se 
establecen normas uniformes y un procedimiento uniforme 
para la resolución de entidades de crédito y de determinadas 
empresas de servicios de inversión en el marco de un 
Mecanismo Único de Resolución y un Fondo Único de 



Resolución y se modifica el Reglamento (UE) nº 1093/2010, 
acordándose lo siguiente: 

 
“Primero. Reducir el capital social actual de Banco 

Popular Español, S.A. desde dos mil noventa y ocho millones 
cuatrocientos veintinueve mil cuarenta y seis euros 
(2.098.429.046,00 €) a 0 € mediante la amortización de la 
totalidad de las acciones actualmente en circulación que 
ascienden cuatro mil ciento noventa y seis millones 
ochocientos cincuenta y ocho mil noventa y dos acciones 
(4.196.858.092) con la finalidad de constituir una reserva 
voluntaria de carácter indisponible, de conformidad con el 
artículo 35.1 y 64.1.d) de la Ley 11/2015, de 18 de junio, de 
recuperación y resolución de entidades de crédito y empresas 
de servicios de inversión. 

Segundo. Con carácter simultáneo ejecutar un aumento 
de capital con exclusión del derecho de suscripción preferente 
para la conversión de la totalidad de los instrumentos de 
capital adicional de nivel 1, por importe de mil millones 
trescientos cuarenta y seis mil quinientos cuarenta y dos 
euros (1.346.542.000 €), divido en acciones de 1 euro de valor 
nominal así como efectuar la correspondiente modificación de 
los estatutos sociales, de conformidad con el artículo 64.1.e) 
de la Ley 11/2015, de 18 de junio, de recuperación y 
resolución de entidades de crédito y empresas de servicios de 
inversión.  

Tercero. Reducción del capital social a cero euros (0 €) 
mediante la amortización de las acciones resultantes de la 
conversión de los instrumentos de capital adicional de nivel 1 
acordadas en el apartado anterior con la finalidad de 
constituir una reserva voluntaria de carácter indisponible de 
conformidad con los artículos 64.1.d) y 35.1 de la Ley 
11/2015, de 18 de junio, de recuperación y resolución de 
entidades de crédito y empresas de servicios de inversión.  

Cuarto. Con carácter simultáneo acordar un aumento de 
capital con exclusión del derecho de suscripción preferente 



para la conversión de la totalidad de los instrumentos de 
capital de nivel 2 en acciones de nueva emisión de Banco 
Popular, por importe de seiscientos ochenta y cuatro millones 
veinticuatro mil euros (684.024.000€), de 1 euro de valor 
nominal y modificación de los estatutos sociales, de 
conformidad con el artículo 64.1.e) y 64.2 de la Ley 11/2015, 
de 18 de junio, de recuperación y resolución de entidades de 
crédito y empresas de servicios de inversión.  

Quinto. Designar a Banco Popular Español, S.A., como 
Banco Agente para la realización de todas las operaciones 
necesarias para la conversión y amortización de los 
instrumentos de capital descritos en los apartados anteriores.  

Sexto. Transmitir la totalidad de las acciones de Banco 
Popular Español, S.A. emitidas como consecuencia de la 
conversión de los instrumentos de capital de nivel 2 
referenciados en el fundamento de Derecho Tercero de la 
presente Resolución a la entidad Banco Santander, S.A. en 
virtud del artículo 26 de la Ley 11/2015, de 18 de junio, de 
recuperación y resolución de entidades de crédito y empresas 
de servicios de inversión.” 

 
Se adjunta como Documento número 1 copia de dicha 

resolución,  señalando que la cuantía del presente recurso se 
fija, en este momento y para los efectos oportunos, en 
indeterminada. 

 
Las razones que justifican la presentación del presente 

recurso tienen su fundamento tanto en la protección de los 

ahorradores inversores pequeños accionistas así como de 

aquellos ahorradores titulares de deuda convertible en 

acciones del Popular que han  debido de contemplar como su 

inversión se ha volatilizado, como del propio interés general 

de vigilancia del buen funcionamiento de nuestro sistema 

financiero, además del derecho propio de la Asociación que 

represento derivado de su propia cualidad de tenedora de 

acciones del Banco Popular. 



No resulta muy lógico, ni ajustado a la legalidad, que si 

el pasado día 7 de junio de 2017 se comunica por el Banco de 

Santander como Hecho Relevante ante la CNMV (presentación 

a analistas) que los recursos de clientes del Grupo Popular 

ascendieron en 2016 a unos 96.000 millones de euros, de los 

que el 36% eran depósitos a la vista y el 37% depósitos a plazo, 

dichos recursos no fueran suficientes para haber buscado otras 

soluciones alternativas a la pérdida total de su inversión por 

los accionistas y titulares de deuda convertible. Y desde luego 

no parece lógico, ni desde luego acertado, que ante esa 

situación haya de haberse sacrificado a los accionistas y a los 

titulares de instrumentos de capital adicional de nivel 1 y 2, 

se haya adquirido la entidad por el Banco de Santander, y que 

se justifique dichas medidas entendiendo que con ello se haya 

permitido salvar al Banco Popular para que este pueda seguir 

atendiendo sus compromisos. 

Han sido además manifiestas las incertidumbres acerca 

de la situación económica de la entidad y evidente la actitud 

pasiva de su Consejo. El Banco Popular recientemente realizó 

una ampliación de capital pese a la dramática situación de sus 

cuentas y a sabiendas del riesgo que suponía para los nuevos 

inversores, reflejando aún más si cabe su irresponsable actitud 

que ha derivado en la actual situación. Recordemos también 

que el Banco Popular no está así por sus errores recientes, 

sino que su deterioro se ha ido gestando durante los últimos 

años, con activos problemáticos hipotecarios por valor de más 

de 35.000 millones de euros y créditos morosos por valor de 

17.000 millones de euros. 

En cuanto a la solución adoptada cabría decirse que 

muchos juristas (y no juristas añadiríamos nosotros) se 

escandalizarán de que, sin intervención de un juez, una 

autoridad administrativa pueda aprobar medidas 



expropiatorias, o incluso confiscatorias, de los derechos de los 

titulares de activos financieros “reductibles”.  

La experiencia enseña que en el mundo financiero y 

bancario- en el que abundan los depósitos a la vista y los 

activos financieros negociables, y donde la confianza es un 

valor esencial-, el control por los Tribunales y la “tutela 

judicial efectiva” del artículo 24 de la Constitución debe 

efectuarse a posteriori, mediante los eventuales recursos en 

vía contencioso-administrativa contra las resoluciones 

administrativas del FROB, o mediante reclamaciones civiles (y, 

en casos justificados, penales) contra quienes causaron daño 

económico a los perjudicados.  

Pero es que además y continuando con el mismo 

argumento, creemos que el proceso de subasta seguido por el 

FROB en base a la habilitación concedida por la JUR no fue ni 

lo correcto ni lo transparente que en atención a lo dispuesto 

en la misma resolución debía de haber sido; por otro lado 

tampoco el procedimiento consiguió el objetivo de maximizar 

el precio y además, entendemos que se confirieron ventajas a 

la entidad que a la postre resultó adjudicataria. Y todo esto lo 

decimos en base a la información que se ha ido filtrando ya 

que no hemos tenido acceso ni al informe del Banco Central 

Europeo, ni al de la auditora Deloitte, ni menos aún 

conocemos las ofertas presentadas a través del Virtual Data 

Room preparado al efecto para recibir las oportunas ofertas 

vinculantes. 

Todo lo dicho hasta aquí incluso justificaría, por otra 

parte, la solicitud de medidas cautelares de suspensión de la 

ejecutividad del acto administrativo recurrido, entendiendo 

además que se dan los requisitos exigidos en nuestro derecho 

para poder solicitarla (apariencia de buen derecho, existencia 

de peligro de mora procesal por la existencia de perjuicios 

irreparables ya que no solo estamos hablando de la pérdida de 



los derechos de carácter económico de los accionistas sino 

también de la pérdida de sus derechos de carácter político o 

societario, y la existencia de razones de urgencia). Sin 

embargo y teniendo en cuenta tanto el propio carácter de la 

Asociación que represento, carente de ánimo de lucro, como 

los niveles en los que habitualmente se fijan por los tribunales 

las fianzas en este tipo de casos para hacer frente a los 

hipotéticos perjuicios que pudieran derivarse de una 

desestimación del recurso por la paralización de las 

actuaciones, se prevé inviable la posibilidad de la petición. 

 

 
Por todo lo expuesto,  y con expresa invocación de los 
preceptos de legal aplicación, 
 
 

SUPLICO A LA SALA que teniendo por presentado este 
escrito con los documentos que lo acompañan y copia de todo 
ello, se sirva admitirlo y en su virtud por interpuesto en 
tiempo y forma recurso contencioso administrativo contra la 
resolución referenciada, y previos los trámites oportunos, se 
de traslado a esta parte del correspondiente expediente 
administrativo a fin de formular la oportuna demanda. Pues 
ello resulta de Justicia que pido en Madrid, a catorce de Junio 
de dos mil diecisiete.  

 
 
OTROSI DIGO: que a los efectos oportunos se hace 

constar expresamente que esta parte tiene intención de 
presentar el oportuno recurso de anulación contra la decisión 
de la Junta Única de Resolución de fecha 7 de junio de 2.017 a 
la que, por entender que en su adopción se han vulnerado 
determinados preceptos de la normativa vigente. 

 
 



SUPLICO A LA SALA tenga por efectuada la alegación 
precedente a los efectos oportunos. Pues ello resulta de 
Justicia que reitero en el mismo lugar y fecha. 

 
 
 
 
 

Ltdo. Juan F. Llanos Acuña. Proc. Silvia Hernández Gil Gómez. 
  Colegiado nº 40358 Icam 
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